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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECIFICAS DE PROCEDENCIA / INEXISTENCIA FÁCTICA

ACCIÓN DE TUTELA – Causales generales y específicas de procedencia de la acción contra providencia judicial.

… Sobre ellas, en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-042/24 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.

INEXISTENCIA FÁCTICA – Genera improcedencia de la acción.

… Además, tienen dicho la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, como también esta Corporación
, en criterio ahora unánime, que “(…) la improcedencia por falta de acción u omisión (de una acción de tutela) ocurre cuando: (i) No hay petición o se resolvió antes de presentar el amparo; y, (ii) La decisión cuestionada es inexistente. Criterio que aplica en amparos contra despachos judiciales.

…dándole solución a cada una de las pretensiones de la demanda, se tiene que, en el expediente del proceso cuestionado es inexistente petición de los accionantes en la que pretendan la remisión de las comunicaciones para el levantamiento de las medidas cautelares decretadas y que consideran que les están causando perjuicios. Esa omisión se traduce en improcedencia de la acción de tutela por inexistencia fáctica, dado que sin una solicitud al juzgado ninguna omisión puede endilgársele.
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veinticuatro (24) de enero DE DOS MIL VEINTICINCO (2025)
Decide la Sala esta acción de tutela promovida por Jesús Alberto Mosquera Rivera y Mónica María Aldana Paz contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira y la sociedad Importadora Universal S.A. 
1. Antecedentes

1.1. Manifestaron los accionantes que en el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira cursa el proceso ejecutivo con radicado 660013103004-2011-00088-00, adelantado por la sociedad Importadora Universal S.A frente a Jesús Alberto Mosquera Rivera y Mónica María Aldana Paz. Allí, el 23 de septiembre de 2013, se decretó el embargo de los dineros que los demandados tuvieren depositados en sus cuentas de ahorros, corrientes o cualquier título bancario o financiero y la última actuación surtida fue en el año 2015, sin embargo, desconocen el contenido de la misma. 
Consideran que el despacho accionado debe decretar la terminación del proceso por desistimiento tácito con fundamento en el art. 317 del CGP, comoquiera que el expediente ha estado inactivo en la secretaria del juzgado.
Mencionan que, por la poca diligencia de oficio dentro del proceso ejecutivo, los tienen “bloqueados” para acceder al sistema financiero, pues la funcionaria judicial no ha ordenado el levantamiento de las medidas cautelares ordenadas en ese juicio.
Pidieron, entonces, que se ordene al juzgado encausado (i) decretar la terminación del proceso por desistimiento tácito; (ii) elaborar los oficios de levantamiento de las medidas cautelares decretadas; y, (iii) ordenar el archivo del proceso cuestionado
.
1.2. En primera instancia se dio impulso a la acción con proveído del 14 de enero de 2025.
.
1.3. Por autos del 16
  y 17 
de enero de 2025, se dispusieron las vinculaciones señaladas. 
1.4. El Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira
, manifestó que el expediente cuestionado fue remitido aproximadamente desde el año 2015 al Juzgado Primero Civil del Circuito local en virtud de orden impartida por el Consejo Seccional de la Judicatura sobre redistribución de procesos. 

Por otra parte, aseguró que, revisado el control de memoriales, se recibieron dos solicitudes desde el correo electrónico “syohel@hotmail.com” que fueron remitidas al Juzgado Primero Civil del Circuito. 
1.5. El Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira
, allegó el enlace para acceder al expediente cuestionado. Además, manifestó que, por providencia del 27 de noviembre de 2017, declaró terminado el proceso por desistimiento tácito y que, una vez acreditado el pago del arancel judicial para desarchivo, procedió a remitir el enlace del expediente digitalizado al correo electrónico de la abogada de los solicitantes el pasado 31 de octubre de 2024. 
Para finalizar, aseguró que no ha recibido solicitud tendiente a que se remitan las comunicaciones para el levantamiento de las medidas cautelares, actuación procesal que debe ser gestionada por la parte interesada
.
1.4. La sociedad Importadora Universal S.A.
, por su parte adujo que los accionantes no pueden pretender lograr la terminación de un proceso judicial a través de esta acción, pues no es el mecanismo idóneo, en consecuencia, solicitó se declare la improcedencia del amparo constitucional. 

2. Consideraciones
2.1. La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acuden en esta oportunidad los accionantes para la protección de su derecho fundamental al debido proceso, presuntamente vulnerado por el juzgado accionado que no ha aplicado la figura de desistimiento tácito dentro de un proceso ejecutivo adelantado en contra de ellos.

2.2. De manera preliminar debe decirse que se cumple con la legitimación en la causa por activa, pues los accionantes son demandados en el proceso judicial que cuestionan; también se supera por pasiva, únicamente frente al Juzgado Primero Civil del Circuito local, ya que ese despacho es quien conoce de ese juicio.
2.3. Reiteradamente se ha expuesto que, a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la improcedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan hoy, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones.

Sobre ellas, en las sentencias SU-222/16, SU573/17, SU-004/18, reiteradas en las sentencias T-075/19, T-053/20, SU128/21, y más recientemente en la T-042/24 todas aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.
Además, tienen dicho la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, como también esta Corporación
, en criterio ahora unánime, que “(…) la improcedencia por falta de acción u omisión (de una acción de tutela) ocurre cuando: (i) No hay petición o se resolvió antes de presentar el amparo; y, (ii) La decisión cuestionada es inexistente. Criterio que aplica en amparos contra despachos judiciales.”
.
2.5. De frente a ese derrotero se advierte la improcedencia de la presente acción de tutela.
Por una parte, y dándole solución a cada una de las pretensiones de la demanda, se tiene que, en el expediente del proceso cuestionado es inexistente petición de los accionantes en la que pretendan la remisión de las comunicaciones para el levantamiento de las medidas cautelares decretadas y que consideran que les están causando perjuicios. 

Esa omisión se traduce en improcedencia de la acción de tutela por inexistencia fáctica, dado que sin una solicitud al juzgado ninguna omisión puede endilgársele.
Sobre ello, ha dicho la Corte Suprema de Justicia en Sentencia STC7008-2021, que “(…) no basta con que el accionante señale que se le ha vulnerado un derecho fundamental, pues se requiere que se demuestre que los derechos fundamentales que se pretenden proteger han sido vulnerados o están amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos previstos en la ley (…)”. Sin: “(…) la existencia cierta del agravio, lesión o puesta en peligro de la prerrogativa constitucional invocada (…) carece de sentido hablar de la necesidad de la salvaguarda (…)”. 
Por la otra, en cuanto a la pretensión tendiente a que “se decrete el desistimiento tácito del proceso ejecutivo en contra de nosotros interpuesto por IMPORTADORA JUDICIAL”, basta decir que, con providencia del 27 de noviembre de 2017
, el juzgado encausado decidió terminar el proceso por desistimiento tácito y, en consecuencia, ordenó el levantamiento de las medidas cautelares existentes y el archivo del expediente, que es parte de lo que ahora se pretende, es decir que se resolvió desde antes de promover esta acción. 
Sobran adicionales consideraciones para proceder como se anunció, máxime, porque no se aludió a un perjuicio irremediable, ni se demostró. 
3. Decisión

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE, la presente acción de tutela. 
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada, remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CARLOS MAURICIO GARCÍA BARAJAS
DUBERNEY GRISALES HERRERA
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